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"2023, Año del Centenario del Voto de las Mujeres en San Luis Potosí, Precursor Nacional”.
TOCA 41/2022-SS-2
EXP. 873/2021-1


RECURSO DE APELACIÓN: **********/2022/SS-2
JUICIO CONTENCIOSO: **********/2021/1.
ACTOR Y APELANTE: **********AUTORIDAD DEMANDADA: 1) DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS; TITULAR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS; 2) NOTIFICADORES EJECUTORES DE LA DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL, TODOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.
SECRETARIO: MIGUEL ÁNGEL DIAZ DE LEON BELTRÁN.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinticuatro de enero de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2022/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el seis de septiembre de dos mil veintidós, en el buzón de promociones de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por la licenciada **********, en su carácter de autorizada de **********, parte actora en el juicio de origen, en contra de la resolución de quince de julio del citado año, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo número **********/2021/1; turnado a ésta Sala Superior el doce de septiembre siguiente, mediante el oficio PSU/TEJASLP/**********/2022, signado por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se configuró la Negativa Ficta impugnada por la parte actora, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, y motivos precisados en el Ultimo Considerando de este fallo.

TERCERO.- La parte actora no probó los extremos de su acción; en consecuencia.
CUARTO.- Se reconoce la LEGALIDAD y VALIDEZ de la resolución negativa ficta impugnada, que fue atribuida a la autoridad demandada Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí así como su correspondiente resolución negativa expresa contenida en el oficio ********** de veintiuno de diciembre de dos mil veintiuno emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de San Luis Potosí; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, y motivos expuestos en el Ultimo Considerando de ésta Sentencia.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada.”
II. Inconforme con la referida determinación, la licenciada**********, en su carácter de autorizada de la parte actora **********, interpuso recurso de apelación, mediante escrito presentado el seis de septiembre de dos mil veintidós, en buzón de promociones de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el doce de septiembre siguiente; atendiendo a que por auto de siete de septiembre del mismo año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado,
 la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Alzada el escrito de apelación y el expediente **********/2021/1.
III. Por acuerdo de catorce de septiembre de dos mil veintidós,
 se admitió a trámite el recurso de apelación planteado por la licenciada **********en su carácter de autorizada de la parte actora **********; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a las autoridades demandadas Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos; Titular de la Dirección General de Ingresos; y Notificadores Ejecutores de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, todos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí,**********para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV. En auto de tres de octubre de dos mil veintidós,
 se certificó que las autoridades demandadas Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos; Titular de la Dirección General de Ingresos; y Notificadores Ejecutores de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, todos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no desahogaron la vista en el término otorgado en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la parte actora; y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer el presente recurso de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, los artículos 8, 9 fracción II y 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; así como el artículo 152, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la litis en segunda instancia, es necesario insertar el texto de los artículos 152, 153 y 156 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar la ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156,
 párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación.
 El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de la licenciada **********, en su carácter de autorizada de la parte actora **********, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en el auto de admisión de tres de diciembre de dos mil veintiuno,
 en términos del artículo 28 del Código Procesal Administrativo aplicable.
 
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,
 toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora y recurrente el doce de agosto de dos mil veintidós (según se advierte de la constancia de notificación que se ubica en la foja 189 del expediente de origen), por lo que dicha notificación surtió efectos el quince de agosto siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del dieciséis de agosto al seis de septiembre del año próximo pasado; lapso en que no deben contarse el veinte, veintiuno, veintisiete y veintiocho de agosto, tres y cuatro de septiembre de la misma anualidad, debido a que fueron sábados y domingos, así como el veinticinco de agosto del citado año, por haberse declarado la suspensión de labores de este órgano jurisdiccional con motivo del día de San Luis Rey de Francia, patrono de la ciudad; por lo que si el recurso de apelación se presentó el seis de septiembre de la anualidad cercana pasada, desde luego que se interpuso con la debida oportunidad.
QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el que para pronta referencia conviene transcribir en su parte conducente:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, el recurso intentado resulta procedente en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del citado artículo 152; lo anterior es así, toda vez que los actos impugnados en el juicio contencioso lo constituyen, los siguientes:

“IV.- LA RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA.-
La negativa ficta por parte del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.

Recaída al RECURSO DE REVOCACIÓN presentado el veintidós de octubre del año dos mil veinte ante la demandada, en contra de los actos siguientes:

a) El acto de autoridad identificado como MANDAMIENTO DE EJECUCIÓN (REQUERIMIENTO DE PAGO) con el número de control **********, de fecha catorce de agosto del año dos mil veinte, mismo que fue hecho del conocimiento de esa parte, hasta el día ocho de septiembre del año dos mil veinte.
b) El acto de autoridad identificado como CTA DE REQUERIMIENTO DE PAGO con el número de control **********, de fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte, que fue hecho de mi conocimiento en esa misma fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte.
El acto de autoridad identificado como ACTA DE EMBARGO con número de control **********, de fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte, que fue hecho de mi conocimiento el ocho de septiembre de dos mil veinte.”
Todos ellos derivados del crédito fiscal, originado de la multa impuesta dentro del procedimiento de responsabilidad **********, por la cantidad de $22´066,500.64 (veintidós millones sesenta y seis mil quinientos pesos 64/100 moneda nacional).
De modo que el asunto excede de la cantidad de mil quinientas UMA (Unidad de Medida de Actualización) al momento de la emisión de la sentencia recurrida, ya que si el valor de la UMA al veintitrés de agosto de dos mil veintidós era de $96.22
 (noventa y seis pesos 22/100 moneda nacional), el cual elevado mil quinientas veces resulta en $144,330.00 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos treinta pesos 00/100 moneda nacional); por lo tanto, el monto de la apelación encuadra en el supuesto de procedencia indicado.
SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Para una mejor comprensión de la litis se narran los antecedentes que se desprenden de autos:
1. Mediante escrito recibido el veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno, **********, demandó al Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, respecto de los actos ya precisados en el considerando quinto de esta resolución. 
2. El tres de diciembre de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como reo y se tuvo a la actora por ofreciendo pruebas de su intención.

3. En auto de once de enero de dos mil veintidós,
 la Sala de Origen tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, en representación de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de dicha Secretaría, por contestando la demanda y ofreciendo las probanzas que señaló en su libelo de contestación; así mismo, en virtud de que lo que se impugnó fue la negativa ficta, acaecida con motivo del recurso de revocación, a través del cual controvirtió los actos de autoridad identificados como mandamiento de ejecución (requerimiento de pago) con número de control **********, de catorce de agosto de dos mil veinte; acta de requerimiento de pago con número de control **********, de ocho de septiembre del mismo año; y el acta de embargo, con número de control **********, de la misma data; por tal motivo, con fundamento en la fracción I, del artículo 237, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a fin de que pudiera ampliar su demanda.

4. Por acuerdo de veintiuno de febrero de dos mil veintidós,
 la Primera Sala Unitaria tuvo a la accionante ampliando su demanda y señalando como diversas autoridades demandadas al Titular de la Dirección de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado y Notificadores ejecutores de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, por lo que ordenó correr traslado a las citadas autoridades para que produjeran su contestación.

5. Mediante auto de once de marzo de esa anualidad,
 la Sala A quo, tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas, por contestando la ampliación de la demanda y admitió las pruebas ofrecidas por dicha parte procesal, así como las ofertadas por la actora.

6. Seguido el juicio en todas sus fases, el veintisiete de mayo del año próximo pasado,
 se desahogó la audiencia de ley, y se citó para resolver en definitiva; dictándose sentencia el quince de julio del mismo año,
 en la que la Sala de Origen, reconoció la legalidad y validez de la negativa ficta impugnada, atribuida al Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, así como su correspondiente resolución negativa expresa contenida en el oficio **********, de veintiuno de diciembre de dos mil veintiuno, emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de San Luis Potosí, al considerar sustancialmente lo siguiente:
· Que sí se tenía por configurada la resolución negativa ficta impugnada, de conformidad con lo establecido en el artículo 44, del Código Fiscal del Estado.

· Que la autoridad, al contestar la demanda acompañó la resolución negativa expresa, la cual en sí misma no desvirtuaba la actualización de la negativa ficta, pues dicha determinación expresa se había emitido y notificado habiendo transcurrido el plazo del citado numeral, empero, ello no impedía que dicha resolución expresa fuera materia de análisis, dado que la autoridad demandada había solicitado fueran considerados los argumentos que se contenían en la misma; por lo que consideró así estaba planteada la litis, al analizar ese nuevo acto, a la luz de los conceptos de impugnación que formuló la parte actora, acorde a la señalado en el artículo 244, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
· Y establecido lo anterior, la Primera Sala Unitaria se avocó al análisis de los conceptos de impugnación, y determinó que el primero resultaba inoperante, en razón de que ya se había decidido que si se configuró la negativa ficta, por lo que el argumento de la parte actora relativa a que se actualizaba la figura de la negativa ficta ya se encentraba superado.
· Que el segundo concepto de impugnación del escrito de demanda, era igualmente inoperante, toda vez que de la resolución expresa al recurso de revocación, se advertía que la autoridad demandada al ocuparse de los motivos de disenso primero y segundo, planteados originalmente en el recurso de revocación, los declaró fundados y operantes, en virtud de que coincidió con el recurrente en el sentido de que el ejecutor, al dar cumplimiento al mandamiento de catorce de agosto de dos mil veinte, al momento de llevar a cabo la diligencia y levantar las actas de requerimiento de pago y la diversa de embargo, ambas de ocho de septiembre del mismo año, plasmó como hora de inicio las 07:30 (siete horas con treinta minutos), lo cual transgredía el contenido del artículo 22 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por lo que consideró revocar dichos actos y ordenó que se realizaran nuevamente dentro del horario hábil establecido en el citado artículo.
· Respecto del tercer concepto de impugnación del escrito de demanda, sostuvo la Resolutora era infundado, en virtud de que no se actualizaba la figura de la prescripción, en razón de que, como lo había expuesto la autoridad demandada en la resolución contenida en el recurso de revocación, instaurado contra los actos de autoridad identificados como mandamiento de ejecución (requerimiento de pago) con número de control **********, de catorce de agosto de dos mil veinte; acta de requerimiento de pago con número de control **********, de ocho de septiembre del mismo año; y el acta de embargo, con número de control **********, de la misma data, el plazo de la prescripción se vio suspendido ya que el contribuyente deshabitó el domicilio fiscal sin que hubiere dado aviso a la autoridad fiscal correspondiente, lo que obtuvo de las actas de seis y doce de septiembre de dos mil diecisiete, y entonces se actualizaba la hipótesis prevista en el tercer párrafo, del numeral 38, del Código Fiscal del Estado.

· Y así concluir, que al resultar inoperantes e infundados los argumentos de impugnación, con fundamento en el artículo 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, reconocía la legalidad y validez de la resolución negativa ficta impugnada, que fue atribuida a la autoridad demandada Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí así como su correspondiente resolución negativa expresa contenida en el oficio ********** de veintiuno de diciembre de dos mil veintiuno, emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de San Luis Potosí.
OCTAVO. SÍNTESIS DE AGRAVIOS. En contra de la anterior determinación, la parte actora, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos:

· Que la resolución combatida de quince de julio de dos mil veintidós, le causa agravio toda vez que fue dictada en contravención de lo estipulado en los artículos 248, segundo párrafo y 249 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo del Estado, al determinarse sin motivación alguna que los conceptos de impugnación resultaban inoperantes e infundados.
· Lo anterior, al referir que no debió establecerse que la figura de la prescripción no se actualizaba, porque el plazo para que opere dicha figura jurídica, se suspendió, al considerar que se desocupó el domicilio fiscal sin haberse presentado el aviso de cambio correspondiente o que no hubiere señalado de manera correcta el domicilio fiscal. Partiendo de la premisa de que el crédito fiscal pudo ser exigido legalmente a partir del veintidós de septiembre de dos mil catorce y considerar que se actualizó la suspensión del plazo de prescripción ante las actas circunstanciadas de seis y doce de septiembre de dos mil diecisiete, con las que se pretendió notificar el crédito fiscal determinado al actor.

· Por lo que señala, que indebidamente la Sala A quo le dio pleno valor a las actas mencionadas, sin considerar que los servidores públicos ejecutores de la demandada no eran empleados de la Secretaría de Finanzas, además de que a dichas actas carecen de oficio de comisión del notificador, el oficio de mandamiento de ejecución, así como el acta de requerimiento de pago y embargo, y que lo asentado por el notificador en el sentido de que en el domicilio fiscal del actor se encontraba una lona con la leyenda de venta, resulta falso, ya que ese inmueble dice continúa siendo el de su domicilio fiscal, lo que refiere acreditó con la constancia de situación fiscal de ocho de febrero de dos mil veintidós, que se adjuntó al escrito de ampliación de demanda; por tanto, no se ha interrumpido el plazo para la prescripción del crédito fiscal.
· Que la Primera Sala Unitaria, no solo motiva su fallo, sino que tomó en consideración que en dichas actas, se señalaron aspectos muy superficiales e insuficientes para establecer que el inmueble visitado, era el correspondiente al domicilio fiscal de actor y que en efecto se encontraba deshabitado.
· Por lo que insiste, que lo asentado en tales actas fueron apreciaciones subjetivas y personales del notificador, que no existe una consustanciación de los hechos, tales como que se constituyó en el domicilio de la persona buscada, fecha y hora de la diligencia, como es que se percató que el lugar estaba cerrado y desocupado y en su caso vecinos del lugar informaron que el contribuyente estaba ausente, adicionalmente que los notificadores no hacen mención de haber dejado citatorio previo a ese día, o que se haya requerido la presencia del contribuyente, ni tampoco las razones por las cuales determinó que el actor ya no vivía en el domicilio o como se dio cuenta de que se cambió del mismo sin previo aviso.
· Que entonces, en dichas actas circunstanciadas se incumplió con las reglas de notificación previstas en el artículo 73, fracción III, del Código Fiscal del Estado, al no asentarse las razones pormenorizadas por las cuales se concluyó que el actor había desocupado el domicilio y concluir que se había cambiado de domicilio sin previo aviso.

· Que además, la autoridad demandada no acreditó en autos que el domicilio en que se levantaron las actas se haya tenido registrado para recibir notificaciones de su parte, pues el documento idóneo para acreditar tal extremo lo era la constancia de inscripción, por lo que no existe certeza de que realmente corresponde al domicilio fiscal, aunado que en el caso no se trata del cumplimiento de una obligación fiscal, al ser una multa administrativa no fiscal.

· Por lo que, refiere que dichas actas circunstanciadas, deben ser consideradas como asuntos no diligenciados, al no haberse hecho del conocimiento del actor dentro del procedimiento de ejecución y, por ende, no se demuestra la realización de alguna diligencia que actualizara la suspensión o interrupción de la prescripción, aunado a que el actor no tiene en el presente caso, la calidad de contribuyente por no tratarse del cumplimiento de una obligación fiscal, y lo que ubica como sujeto de la obligación prevista por el artículo 27, del Código Fiscal del Estado, consistente en señalar un domicilio para el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, así como a notificar todo cambio de domicilio dentro de los siguientes quince días.
· Con base en todo lo anterior, refiere era suficiente para que la Sala de origen, no le diera el valor de prueba plena a dichas actas, sino, por el contrario que con ellas no se acreditaba que se hubiese interrumpido la prescripción en términos del artículo 38 del Código Fiscal del Estado; sin embargo, afirma que la A quo no tomo en cuenta que era la autoridad demandada quien debía acreditar de forma fehaciente que el domicilio fiscal del actor ya no era el señalado ante el Sistema de Administración Tributaria y no dar por invalida la constancia de situación fiscal presentada por el actor.

· Sigue alegando el manifestante que era dable que la Primera Sala de este Tribunal hubiese determinado la falla de elementos de las actas circunstanciadas ante la deficiencia de los mimos, en relación a los datos mínimos que deberían de contener, y con ello dar curso a su tercer agravio relativo a que se había configurado la prescripción del crédito fiscal, tomando en consideración lo establecido en el artículo 92 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, vigente hasta el dieciocho de julio de dos mil diecisiete, aplicable al caso concreto, toda vez que le fue impuesta una multa dentro del procedimiento de responsabilidades administrativas ********** por la cantidad de $22´066,500.64 (veintidós millones sesenta y seis mil quinientos pesos 64/100 moneda nacional), la cual arguye le fue supuestamente notificada el dieciocho de julio del año dos mil catorce, siendo exigible hasta el dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.

· Por lo que refiere, que dicho crédito fiscal prescribió, toda vez que la gestión de cobro fue realizado con posterioridad, transcurriendo el plazo para que opere dicha figura jurídica, es decir, de cinco años previsto en el artículo 38 del Código Fiscal del Estado y 146 del Código Fiscal de la Federación. 
· Que en el caso, reitera que el crédito fiscal cuyo pago se le exige, ya está extinguido por encontrarse prescrito, destacándose que dentro de las constancias que obran en autos no obra documento alguno en el que conste alguna diligencia de notificación correspondiente, y no obstante lo anterior, señala que de lo narrado por la autoridad demandada, debió de tenerse por confeso expresamente en razón de sus manifestaciones formuladas, lo que considera tiene valor probatorio pleno, con fundamento en los artículos 72 y 78, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
· Afirma que, conforme al artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, aplicable al caso concreto, las facultades para imponer las sanciones correspondientes a los servidores públicos que incurran en responsabilidades administrativas, prescriben en un plazo de un año, en aquellos casos en que la obtención de un beneficio o daño causado, pero que, este no sea mayor de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado; y de tres años para todos los demás casos; es decir, para aquellos que impliquen un contenido de un lucro o daño causado se exceda de diez veces el salario mínimo general vigente en la cantidad; cuyo término se computa a partir del día siguiente en que incurrió en responsabilidad, o bien, a partir de que cesó en caso de ser continua.
· Que en virtud de la naturaleza del crédito fiscal, el cómputo del plazo para que opere la prescripción, inició a partir del dieciocho de septiembre del dos mil catorce, por lo que el plazo de los cinco años precluyo el dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve, y las diligencias de cobro consistentes en mandamiento de ejecución, acta de requerimiento de pago y acta de embargo, con número de control **********, se diligenciaron el ocho de septiembre de dos mil veinte, transcurriendo en exceso el lapso referido, por lo que afirma, que se actualizó la figura de la prescripción de la facultad de cobro de la autoridad, resultando ilegal por tanto, el mandamiento de ejecución, acta de requerimiento de pago y acta de embargo, con número de control **********.
· Y que por lo anterior, lo procedente es que esta Sala Superior, determine que operó la prescripción de las facultades de las autoridades para realizar el cobro del crédito fiscal con número de control **********; derivado del procedimiento de responsabilidades administrativas con número ********** por la cantidad de $22´066,500.64 (veintidós millones sesenta y seis mil quinientos pesos 64/100 moneda nacional), ello en términos del artículo 38 del Código Fiscal del Estado.
· Con base a lo anterior, solicita se declara la ilegalidad e invalides (sic) de la resolución apelada.
NOVENO. Estudio. Resulta innecesario el estudio de los agravios, porque en suplencia de la deficiencia de los motivos de disenso hechos valer por el apelante, en términos de lo dispuesto en el artículo 156, párrafo quinto, del Código Procesal Administrativo del Estado,
 esta Alzada advierte violación substancial manifiesta en el procedimiento; lo que conlleva a revocar la determinación combatida para efectos de reponer el procedimiento, por las razones y para los efectos que a continuación se explican, de conformidad con lo establecido en los artículos 156, párrafo tercero, del mismo código y 23, fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que a la letra dicen:

“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

(…)

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

(…)”

“ARTÍCULO 23. Son facultades de la Sala Superior Unitaria las siguientes:

(…)

IV. Ordenar que se abra la instrucción y la consecuente devolución de los autos que integran el expediente a la sala de origen, cuando se advierta una violación substancial al procedimiento o cuando considere que se realice algún trámite en la instrucción; (…)”
Primeramente debe decirse que, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la garantía de audiencia, consagrada en el artículo 14 de la Constitución Federal, consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa anticipadamente al acto privativo, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento, medularmente los principios de legalidad, debido proceso, derecho a la defensa, la oficiosidad y el interés público atendiendo en forma importante a la causa petendi.

La causa petendi o causa a pedir, implica que la demanda constituye un todo que debe analizarse en su integridad para el efecto de dilucidar las verdaderas pretensiones sometidas al litigio, lo cual implica que el juzgador debe armonizar los datos en ella contenidos y fijar un sentido que sea congruente con los elementos que lo conforman. Debe resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, ya que ésta constituye un todo y su análisis no deben circunscribirse a una parte de la misma, sino a cualquier parte donde se advierta la exposición de motivos de la causa a pedir, lo que implica un estudio integral de la demanda, y no, en razón de uno de sus componentes, asumiendo todas las prestaciones y demás datos en función de la causa petendi.

En la causa a pedir están contenidos todos los hechos, antecedentes y conceptos de impugnación, los que se deben analizar en concatenación con las diversas constancias y probanzas de autos que hayan sido aportadas por las partes o en su caso, requeridas de oficio por el juzgador. En efecto, las manifestaciones que constituyen la causa a pedir deben estudiarse en relación con las violaciones que aluden, y la Sala está obligada a resolver la pretensión efectivamente planteada, como un todo, siendo su análisis no solo el de atender al apartado de los conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella, con la finalidad de resolver lo realmente requerido por la parte actora.

Sirve de apoyo al anterior criterio la Jurisprudencia I.4o.A. J/3 (10a.), emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Libro 62, Enero de 2019, Tomo IV, página 2115, Décima Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que a la letra dice: 
“PRETENSIONES DEDUCIDAS EN EL JUICIO DE AMPARO Y EN EL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA CAUSA DE PEDIR DEBE SER PERTINENTE PARA DECLARAR INCONSTITUCIONAL O ILEGAL UN ACTO DE AUTORIDAD.- Es un principio procesal elemental que cualquier pretensión deducida ante los órganos jurisdiccionales es una manifestación de voluntad, expuesta como razonamiento estratégico, atinente a un fin concreto, que es reconocer y declarar en la sentencia al pretensor como titular de un derecho cuya realización y efectos reclama. Esta propuesta o planteamiento debe tener como asidero o razón, un motivo justificatorio, entendido como fundamento fáctico y jurídico de la petición, denominado causa petendi, consistente en exponer determinadas circunstancias del caso, suficientes para el logro de cierta consecuencia o del efecto jurídico perseguido. Conviene precisar que, tanto en el juicio de amparo como en el contencioso administrativo, la causa de pedir debe ser pertinente para declarar ilegítimo un acto de autoridad y así obtener la consecuente reparación, que es el petitum. Dicho en otras palabras, el fundamento aludido debe ser suficiente y convincente para poder inferir causalmente el efecto o consecuencia pretendida. Es así que la causa petendi debe apreciarse de manera amplia, lo que incluye justificar el petitum de la pretensión, aludiendo a los hechos, circunstancias del caso y razones de ilegitimidad necesarias para lograr la consecuencia jurídica pretendida, esto es, las razones de inconstitucionalidad o ilegalidad de un acto de autoridad, lo que implica el objeto del litigio o efecto jurídico perseguido.”

Ahora bien, es menester precisar que de la revisión minuciosa de las constancias que integran el expediente de origen, se advierte que la parte actora en su escrito inicial de demanda, en el concepto de impugnación señalado como tercero,
 refirió que el crédito fiscal número ********** deriva de los actos impugnados en el juicio de origen **********,
 surge de la multa que le fue impuesta el once de julio de dos mil catorce,
 por la Contraloría General del Estado dentro del procedimiento de responsabilidad **********, por la cantidad de $22´066,500.64 (veintidós millones sesenta y seis mil quinientos pesos 64/100 moneda nacional), en tal sentido textualmente dijo lo siguiente:
“[…]

De los anteriores supuestos, con respecto al inciso a) debe decirse que no hubo gestión de cobro que se haya hecho saber o que se haya notificado al suscrito desde la fecha en que fue notificado supuestamente que fue el dieciocho de julio de dos mil catorce, luego entonces el crédito fiscal pudo ser legalmente exigido a partir del dieciocho de septiembre de dos mil catorce, sin embargo no es hasta el OCHO DE SEPTIEMBRE DEL AÑO DOS MIL VEINTE en donde se me notifica un mandamiento de ejecución, requerimiento de pago y embargo del crédito fiscal consistente multa impuesta dentro del Procedimiento de Responsabilidades Administrativas con número ********** por la cantidad de $22´066,500.64 (VEINTIDÓS MILLONES SESENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS PESOS 64/100 M. N.).
En relación a lo establecido en el inciso b) debo señalar que tampoco existe constancia desde el dieciocho de septiembre del año dos mil catorce, en que pudo ser legalmente exigible el crédito fiscal, en donde el suscrito reconozca expresamente o donde se otorgue tácitamente el reconocimiento del crédito fiscal referido en líneas precedentes. 

Por último, respecto al inciso c) como podrá observarse dentro de las constancias que remita la autoridad aquí demandada, se aprecia tanto en el mandamiento de ejecución, acta de requerimiento de pago y acta de embargo, que el notificador-ejecutor se constituyó en el domicilio fiscal del suscrito, el día ocho de septiembre del año dos mil veinte; de tal forma, que no me encuentro en el supuesto a que se refiere dicho inciso. 

Así, de lo anteriormente vertido no se desprende que se dé ninguno de los supuestos que señala el artículo 38 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí para que se interrumpa la prescripción solicitada en el RECURSO DE REVOCACIÓN resuelto de forma negativa ficta por la autoridad demandada. 

Ahora bien, de lo anteriormente expuesto puede establecerse sin lugar a dudas que efectivamente la multa que se me impuso indebidamente, con motivo del Procedimiento de Responsabilidades Administrativas instaurado al suscrito, y supuestamente fue notificada el dieciocho de julio del año dos mil catorce, según la notificación realizada por la Contraloría General del Estado, y el suscrito tenía treinta días para la interposición de la demanda de nulidad en contra de la resolución que puso fin al procedimiento bajo el número **********, como lo refería el artículo 50 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de San Luis Potosí vigente en dos mil catorce, lo cual en la especie no aconteció, luego entonces debe señalarse que la notificación surtió efectos el mismo día de la notificación según la Ley de Procedimientos Administrativos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí vigente en dos mil catorce, por lo cual para el dieciocho de septiembre del año dos mil catorce ya que era exigible el crédito fiscal número ********** por la cantidad de $22´066,500.64 (VEINTIDÓS MILLONES SESENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS PESOS 64/100 M. N.), derivado del Procedimiento de Responsabilidades Administrativas con número **********, por lo que debe establecerse entonces, que para el dieciocho de septiembre del año dos mil diecinueve, el crédito fiscal prescribió. 

Por lo que la gestión de cobro que realice la autoridad con posterioridad en que se consumó el plazo de la prescripción únicamente pone de manifiesto que la autoridad actuó en contravención –como ocurre en el caso que nos ocupa– a lo dispuesto por el artículo 146 del Código Fiscal de la Federación y 38 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que regula la prescripción de los créditos fiscales por el transcurso del lapso de cinco años contados a partir del momento en que se hizo exigible su cobro. La consecuencia de la inactividad de la autoridad por no ejercer su facultad de cobro dentro del término establecido, que se traduce en la extinción del crédito fiscal, debe soportarlo el Estado y no el deudor. Por lo que debió declararse la procedencia del Recurso de Revocación planteado y determinar que el crédito fiscal cuyo pago se me exigió, se encontraba extinguido en términos de lo aquí expresado y no resolverse en forma de negativa ficta por parte de la demandada. […]”

Así mismo, al producir su contestación de demanda,
 la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, al respecto señaló lo siguiente:
“[…] TERCERO. En el concepto de agravio señalado como TERCERO, el demandante señala que el crédito cuyo pago se le exigió, actualmente ya se ha extinguido, ello por "...encontrarse prescrito legalmente, ya que entre la fecha en que se notificó el crédito y aquello en que se me exigió el pago a través del procedimiento administrativo de ejecución, transcurrieron más de seis años y ello se desprende del contenido de los actos de autoridad impugnados...", lo anterior, conforme a lo establecido por el artículo 38 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, el cual señala que el crédito fiscal se extingue por prescripción, a favor del contribuyente, en el plazo de cinco años, y que éste se inicia a partir de la fecha en que su pago pudo ser legalmente exigido.- - - Argumento éste que de igual forma fue atendido por la Dirección General de Ingresos, en el tenor siguiente: 
“[...]  esta Autoridad Fiscal determina infundado e inoperante lo planteado, toda vez que, derivado del estudio de las constancias que integran el expediente administrativo que controla el crédito fiscal **********, derivado de la resolución emitida por la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en el Procedimiento de Responsabilidades Administrativas identificado como número **********, se advierte que fue notificada por cedula el 18 de julio de 2014 y que en el resolutivo marcado como SEXTO se encuentra lo siguiente: 

“…SEXTO.- Con base en lo señalado en los considerandos QUINTO, SEXTO, SÉPTIMO, OCTAVO y NOVENO, de la presente Resolución, se le imponen al C. ING. CARLOS GIBRAN CARLOCK HERRERA Ex Subdirector de Proyectos de Infraestructura de Ciudad Satélite del Instituto de Vivienda del Estado de San Luis Potosí, se le imponen al C. ING. CARLOS GIBRAN CARLOCK HERRERA Ex Subdirector de Proyectos de Infraestructura de Ciudad Satélite del Instituto de Viviendo del Estado de San Luis Potosí, las sanciones previstas por los artículos 75, fracciones III y VI y 78 de la ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistentes en INHABILTÍACIÓN TEMPORAL PARA DESEMPEÑAR EMPLEOS, CARGOS O COMISIONES DEL SERVICIO PUBLICO POR EL PERIODO DE VEINTE AÑOS Y MULTA POR LA CANIIDAD DE $22´066,500.64 (VEINTIDOS MILLONES SESENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS PESOS 64/100 M.N.)…”

Ahora bien, el artículo 38 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente: 

“...ARTICULO 38.- La obligación de pago de un crédito fiscal prescribe en favor del contribuyente o responsable solidario, en un plazo de cinco años a partir de que pudo ser legalmente exigido.

El término de la prescripción se interrumpe con la notificación formal de un acto dentro del procedimiento administrativo de ejecución, o con el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto del crédito. Se considera gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad dentro del procedimiento administrativo de ejecución, siempre que se haga del conocimiento del deudor.

Asimismo, se suspenderá el plazo a que se refiere este artículo cuando el contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando hubiere señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal. Los contribuyentes podrán solicitar a la autoridad se declare la prescripción de un crédito, así como oponer como excepción este derecho en los medios de defensa...” (Lo resaltado es propio).

De lo anteriormente señalado debe advertirse que para que se otorgue la prescripción del crédito fiscal emitido, no deben de darse ninguno de los supuestos establecidos en el artículo 38 del Código Fiscal del Estado  de San Luis Potosí, que establecen las causas por las cuales se interrumpe la prescripción, a saber: 

a) Con cada gestión de cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor.

b) Por el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto de la existencia del crédito.

c) Cuando el contribuyente hubiere desocupado su domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente p cuando lo hubiere señalado de manera incorrecta. 

De los supuestos vertidos, con respecto al inciso a) debe decirse que del estudio de las constancias que integran el expediente abierto a nombre del ING. **********, no se encuentra gestión de cobro que se haya hecho saber o que se haya notificado al deudor del crédito señalado desde la fecha en que el crédito fiscal pudo ser legalmente exigido tomando en consideración que si la notificación fue realizada el 18 de julio de 2014 y conforme al artículo 50 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí el contribuyente tenía 30 días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta sus efectos, conforme a la ley del acto (Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí), entonces el ING. ********** tenía hasta el 16 de septiembre para interponer la demanda de nulidad correspondiente, lo cual no aconteció, por lo cual a partir del 17 de septiembre de 2014 el crédito fiscal en cantidad de $22'066,500.64 (VEINTIDOS MILLONES SESENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS PESOS 64/100 M.N.), derivado de la multa impuesta en el Procedimiento de Responsabilidades Administrativas número **********, instaurado en su contra por la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, mediante resolución 11 de julio de 2014 y notificada el 18 de julio de 2014, controlado bajo el numero **********, quedo exigible desde el 17 de septiembre de 2014, lo anterior con base en los artículos 19 del Reglamento Interior del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de San Luis Potosí vigente en el año 2014, concatenado con la circular número 3 emitida por la Presidencia del Supremo Tribunal de Justicia y Consejo de la Judicatura del Estado de San Luis Potosí, en la cual estableció como periodo vacacional del 21 de julio al 4 de agosto de 2014, así como también a la circular 21 de 2014 emitida de igual manera por la Presidencia del Supremo Tribunal de Justicia y Consejo de la Judicatura del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se decretó como día inhábil el 11 de agosto de 2014, en esa tesitura es que a partir del día 17 de septiembre de 2014 era exigible para la autoridad fiscal el cobro del crédito fiscal señalado, por lo cual no es sino hasta el 8 de septiembre de 2020 en donde se le notifica un mandamiento de ejecución al ING. **********quien atendió personalmente la diligencia de requerimiento de pago y embargo del crédito fiscal consistente en multa impuesta en el Procedimiento de Responsabilidades Administrativas número ********** por la cantidad de $22'066,500.64 (VEINTIDOS MILLONES SESENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS PESOS 64/100 M.N.).
De lo señalado por el inciso marcado como b) debe decirse que tampoco se encuentra desde el 17 de septiembre del 2014, fecha en la que ya era legalmente exigible el cobro de crédito fiscal, hasta contados los 5 años a que se refiere el artículo 38 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, es decir hasta el 17 de septiembre de 2019, alguna constancia o documento en donde el ING. ********** reconozca expresamente o donde se otorgue tácitamente el reconocimiento del crédito fiscal impuesto. […]”

De las anteriores transcripciones, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 61, del Código Procesal Administrativo para el Estado,
 esta Sala Superior advierte como hecho notorio,
 al tenerse a la vista en el sistema de control electrónico de expedientes jurisdiccionales (SICEEJURIS) de este Tribunal, que el aquí apelante, el diecisiete de noviembre de dos mil veinte, promovió un diverso juicio al que le correspondió el número de expediente **********/2020/2 del índice de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el cual a la fecha del dictado de esta resolución se encuentra en la etapa procesal de instrucción, en contra de la determinación de once de julio de dos mil catorce, dictada en el expediente administrativo de responsabilidad **********, emitida por la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, Dirección General de Normatividad, señalando como diversas autoridades a la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades y Notificador, todas adscritas a la Contraloría General del Estado, dentro del cual, se señaló como actos impugnados los siguientes:
“IV.- RESOLUCIONES QUE SE IMPUGNAN. 

RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA DE FECHA 11 DE JULIO DE 2014, dictada por el Contralor General del Estado, Director General de Normatividad y Director de Responsabilidades e Inconformidades, dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número **********, instaurado en contra de otros así como del suscrito, al través de la cual se resolvió imponerme una sanción económica e inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones del servicio público.

ACTAS del 14, 15, 16 y 16 del mes de Julio de 2014, levantadas por la Lic. **********, Notificador Habilitada por la Contraloría General del Estado.

ACUERDO ADMINISTRATIVO de fecha 17 de Julio de 2014, emitido por el Director de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, mediante la cual ordenó notificar la resolución de 11 de Julio de 2014 y las subsecuentes notificaciones al suscrito por medio de cédula fijada en los Estados de la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades.

CÉDULA del 18 de Julio de 2014, en los Estrados de la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades, mediante la cual se pretendió notificar el Acuerdo de fecha 17 de Julio de 2014, glosado en el Expediente Administrativo de Responsabilidades número **********.
CÉDULA del 18 de Julio de 2014, en los Estrados de la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades, mediante la cual se pretendió notificar los Puntos Resolutivos de la Resolución de 11 de Julio de 2014, glosado en el Expediente Administrativo de Responsabilidades número **********.
RAZONES de fechas 18 de Julio de 2014, levantadas por la Abogada Notificadora de la Contraloría del Estado, al través de las cuales pretendió Notificar mediante Cédula y por Lista, el proveído de 17 de Julio de 2014 y Resolución de 2014 y Resolución de 11 de Julio de 2014.”

Como puede observarse, previó a promover el Juicio Contencioso Administrativo que nos ocupa **********/2021/1, el apelante **********, promovió diverso juicio al que le correspondió el número de expediente **********/2020/2 del índice de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en el que impugnó entre otros actos, la resolución administrativa de once de julio de dos mil catorce, dictada por la Contraloría General del Estado, dentro del expediente administrativo de responsabilidades **********, en la cual se impuso al actor la multa por la cantidad de $22´066,500.64 (veintidós millones sesenta y seis mil quinientos pesos 64/100 moneda nacional), y de la cual, de conformidad con el artículo 92, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí,
 legislación aplicable al caso por ser la vigente al momento de emitirse la resolución, deriva el crédito fiscal **********materia del juicio contencioso administrativo **********/2021/1, en el que se dictó el fallo de quince de julio de dos mil veintidós, aquí apelado. 
Es decir, la multa impuesta al actor **********dentro del expediente administrativo de responsabilidades **********, por la cantidad de $22´066,500.64 (veintidós millones sesenta y seis mil quinientos pesos 64/100 moneda nacional), en la resolución de once de julio de dos mil catorce, no constituye cosa juzgada, toda vez que en el diverso juicio **********/2020/2, no se ha dictado sentencia definitiva, por lo que no existe firmeza en la determinación de once de julio de dos mil catorce, emitida por la Contraloría General del Estado, en el expediente administrativo en mención, en la cual se determinó condenar al aquí recurrente a compurgar las siguientes sanciones:
1.- Una multa por la cantidad de $22´066,500.64 (veintidós millones sesenta y seis mil quinientos pesos 64/100 moneda nacional); y

2.- Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones del servicio público en veinte años.
En cuanto al cobro coactivo del monto mencionado, se ordenó a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, ejecutara dicho mandamiento, ya que se trata de una entidad a quien de conformidad con lo dispuesto por el artículo 92, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con el artículo 14, fracción XV, del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas,
 le corresponde entre otras cosas, ordenar y suscribir el procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivos los créditos fiscales a favor del erario estatal; por lo que es evidente que existe una relación de interdependencia entre la resolución de once de julio de dos mil catorce, dictada por la Contraloría General del Estado y el crédito fiscal ********** que nos ocupa, por ser un acto que surge como consecuencia de la sanción impuesta al actor, en dicho fallo.
Así pues, se afirma que en el caso se actualiza la referida violación al procedimiento, derivado del hecho de que, al proveer sobre la admisión de la contestación de demanda, la Primera Sala Unitaria contaba con los elementos suficientes para advertir la conexidad entre los juicios **********/2020/2, del índice de la Segunda Sala y **********/2021/1, del compendio de la referida Primera Sala, y así estar en aptitud de proveer lo conducente, de acuerdo al principio de oficiosidad que rige el Juicio Contencioso Administrativo, en relación con lo dispuesto por los artículos 125, fracción II, y 126, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que disponen que en los procedimientos procede de oficio o a petición de parte la acumulación de juicios, entre otros supuestos, cuando se impugnen actos que sean unos antecedentes o consecuencia de los otros, sean las partes y los agravios diversos o no; cabe citar los referidos normativos, los cuales dicen a la letra:

“ARTÍCULO 125. En los procedimientos contenciosos procede la acumulación de dos o más juicios pendientes de resolver cuando: […]

II. Sean las partes y los agravios diversos o no, se impugnen actos que sean unos antecedentes o consecuencia de los otros.”

“ARTÍCULO 126. La acumulación podrá tramitarse de oficio o a petición de parte. 

Una vez decretada la acumulación, el Magistrado ordenará que el juicio más reciente se acumule al primer juicio, en un plazo que no excederá de tres días.”

Ahora, a fin comprender de mejor manera la figura procesal de la “acumulación de autos”, es preciso hacer referencia a lo siguiente:

En primer término, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo **********/2022,
 estableció que todos los jueces de nuestro país poseen la facultad de ejercer la función jurisdiccional; es decir, la de resolver conflictos de intereses mediante la aplicación de la norma al caso concreto. Sin embargo, no todos pueden dirimir la totalidad de las controversias que eventualmente se sometan a su consideración, por ser de diversa naturaleza. Por ende, a cada juzgador o grupo de ellos la ley ha dispuesto una serie de reglas para determinar qué procesos podrán resolver, estas reglas o criterios se denominan “competencia”.

La Sala del Máximo Tribunal del país, en comento, sostuvo que la competencia significa distribuir y asignar la jurisdicción entre cada uno de los diversos jueces que conforman una estructura jurídica, a fin de que ejerzan la facultad constitucional que les es conferida de administrar justicia. Por ello, puntualizó que para efectos de establecer y delimitar la “competencia” de una determinada entidad pública, tanto la ley como la doctrina han creado diversos criterios, como lo son: territorio, materia, grado y cuantía. 
Aclaró que al margen de dicha clasificación tradicional, actualmente se han incorporado otros criterios que determinan la fijación de competencia a favor de los órganos jurisdiccionales, entre los que destaca el de conexidad, la que se presenta cuando dos o más litigios distintos sometidos a procesos diferentes se vinculan por provenir de la misma causa o relación jurídica sustantiva; es decir, la naturaleza de la competencia por conexidad atiende a la circunstancia de tener en dos o más procesos elementos comunes, como pueden ser, las partes, el objeto, las pretensiones o las pruebas, lo cual, genera una interdependencia de causas por coordinación, subordinación o continencia, constituyendo esta última la fuente principal de la conexidad. 
Refirió que el concepto de conexidad, desde una perspectiva procesal, debe entenderse como la estrecha relación que existe entre dos o más procesos, por lo que la resolución que se dicte en uno de ellos puede influir en los otros y, por ello, resulta conveniente que se sometan al conocimiento de un mismo tribunal, evitando la posibilidad de sentencias contradictorias. 
La Sala también precisó que en la mayor parte de los casos, la conexidad procesal desemboca en la acumulación de los juicios que se encuentran involucrados para impedir que se divida la continencia de la causa, de tal manera que se resuelven no solo por el mismo juzgador, sino también en una sola sentencia. 
Adicionalmente, el Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas, Editorial Porrúa, México 2005, página 713, en relación con la conexidad señala: 

“I. (Del latín connexus, a su vez del verbo connectere, atar juntos) Por conexidad debe entenderse la estrecha relación que existe entre dos o más procesos, por lo que la resolución que se dicte en uno de ellos puede influir en los otros, y por ello resulta conveniente que se sometan al mismo tribunal, evitando la posibilidad de sentencia contradictorias 
En la mayor parte de los casos, la conexidad procesal, ya sea que se trate de procesos o pretensiones, desemboca en la acumulación de los juicios que se encuentren involucrados y se resuelven no solo por el mismo juzgador sino también en una sola sentencia, aun cuando se tramiten en expedientes separados.

II. La conexidad coincide en sus lineamientos fundamentales en las diversas ramas procesales, pero en cada una de ellas posee determinados matices…”
Referente a lo anterior, el Pleno en Materia Civil del Segundo Circuito, al resolver la contradicción de tesis 1/2019,
 determinó que el principio de continencia de la causa implica que para el caso de impugnación del acto jurídico, se resuelvan en forma concentrada las pretensiones vinculadas con la misma causa o que tengan el mismo origen, con el fin de no fragmentar el litigio, ni pronunciar resoluciones contradictorias, con el consecuente perjuicio para la pronta y expedita administración de justicia. 
Y que así, en el caso de determinaciones emitidas en el mismo acto jurídico que están estrechamente vinculadas por ser consecuencia directa una de otras, o tener el mismo origen, se entiende que deben ser impugnadas en forma conjunta, pues en caso contrario, su estudio independiente podrá generar resoluciones incompatibles o contradictorias.
Lo anterior, en virtud de que el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece el derecho fundamental que tiene toda persona no sólo a que se le administre justicia por tribunales expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, sino a que éstas emitan sus resoluciones de una manera pronta, completa e imparcial, por lo que sostuvo, que del contenido de dicho numeral se coligen diversos derechos, entre ellos, el de economía procesal, inmediatez y concentración, los cuales, a su vez, son los que inspiran el principio que prohíbe dividir la continencia de la causa. 

Adicionalmente, dicho principio constituye una directriz que implica la unidad que debe existir en todo juicio y consiste en que las pretensiones conexas deben debatirse en un mismo proceso, que debe ser uno el Juez y una la sentencia que recaiga sobre aquellas.

Sobre el tema, en la revista correspondiente al mes de abril de dos mil diecisiete, en el Tribunal Federal de Justicia Administrativa determinó en la Tesis VIII-P-1aS-139
 que atendiendo al principio procesal de la “continencia de la causa”, que tiene por objeto evitar que exista multiplicidad de juicios con resoluciones contradictorias, si en el juicio contencioso administrativo federal se impugnan dos o más actos, de los cuales uno de ellos actualiza la competencia de alguna de las Salas Especializadas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, enunciadas en el artículo 23 del Reglamento Interior del propio Tribunal; la competencia material, para conocer del juicio de que se trate y de la legalidad de los restantes actos impugnados, se surte a favor de la Sala Especializada respectiva, aún cuando los demás actos por sí solos no actualicen su competencia material.

Por otra parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la contradicción de tesis 27/2015,
 que dio origen a la Jurisprudencia de rubro “ACUMULACIÓN DE JUICIOS DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDIMIENTO CUANDO SE ENCUENTREN RADICADOS ENTE DIFERENTES JUZGADORES FEDERALES”, determinó que en el derecho procesal, la acumulación es una figura que, por su propia naturaleza, obedece a la conexidad de dos o más litigios distintos, sometidos a procesos separados, pero que se vinculan por referirse al mismo acto reclamado. Sea que: (i) el mismo quejoso haya promovido diversos juicio de amparo indirecto, reclamando un mismo acto, atribuibles a distintas autoridades; o (ii) diversos quejosos reclamen, de las mismas autoridades, el mismo acto violatorio de derechos humanos, por lo que la acumulación permitirá al juzgador resolver los litigios en una sola sentencia, evitando posibles contradicciones.
Que así mismo, la acumulación de autos no implica la fusión de los litigios ni la confusión de las pretensiones de los quejosos, que los litigios conservan su individualidad y la finalidad de la acumulación residen en concentrar litigios distintos y, por economía procesal, resolverlos conjuntamente en una sola audiencia constitucional y mediante una sola sentencia, lo cual evita que se dicten resoluciones contradictorias, en aras de proteger los principios constitucionales de justicia expedita, pronta, completa e imparcial. 

Adicionalmente, el Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas, Editorial Porrúa, México 2005, página 116, definió la acumulación como: 

“I. del latín acumulatio; es el resultado de reunir o juntar varias cosas, ya sean materiales o inmateriales 

En materia procesal ocurren diversas posibilidades de acumulación en cuanto a los sujetos que ejercitan sus acciones y en cuanto a las pretensiones que pueden plantearse en la demanda…
Se reconoce generalmente que la acumulación obedece a razones de economía procesal y a la necesidad y conveniencia de evitar que, de seguirse separadamente los diversos procesos, pudieran dictarse sentencias contradictorias, lo que acarrearía grave daño al prestigio de la administración de justicia, además de los perjuicios que necesariamente podrían irrigarse a las partes…
La acumulación de autos es la reunión material de los expedientes en poder de un mismo juez a fin de continuar la substanciación y hacer posible que se resuelvan en una sola sentencia…”

En virtud de las anteriores consideraciones, es de concluirse que la conexidad se presenta cuando existen los elementos necesarios que establezcan una relación procesal entre dos o más procedimientos, y dicha figura se materializa a través de la acumulación de juicios, a fin de evitar se divida la continencia de la causa; situación que se actualiza en el presente caso, toda vez que el crédito fiscal **********, es un acto que surge como consecuencia de la resolución administrativa de once de julio de dos mil catorce, dictada dentro del expediente administrativo de responsabilidades **********, resultando evidente la continencia de la causa y, por lo tanto, la conexidad entre ambos **********/2020/2 y **********/2021/1.
En este tenor, se advierte la existencia de la delatada violación procesal en que incurrió la Primera Sala Unitaria, al soslayar proveer lo conducente, respecto a la conexidad de causa existente entre los Juicios **********/2020/2 y **********/2021/1, esto de acuerdo al principio de oficiosidad que rige el Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 125, fracción II, y 126, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que disponen que en los procedimientos contenciosos procede de oficio o a petición de parte la acumulación de juicios entre otros supuestos, cuando se impugnen actos que sean unos antecedentes o consecuencia de los otros, sean las partes y los agravios diversos o no.

En relación con el tema de acumulación de autos en estudio, sirve de apoyo en lo conducente, la tesis XXX.3o.6 K (10a.), emitida por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, de rubro y texto siguientes.
“ACUMULACIÓN DE JUICIOS DE AMPARO. PUEDE SOLICITARLA EL JUZGADOR QUE TENGA CONOCIMIENTO DE SU CONEXIDAD, AUNQUE NO HAYA SIDO QUIEN PREVINO. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 25/2015 (10a.), precisó que la acumulación de autos puede promoverse a petición de parte o de oficio, debiendo formularse la solicitud respectiva ante el juzgador que previno en la causa, es decir, el que conoció cronológicamente antes de uno de los juicios de amparo indirecto que pretende ser acumulado. En esa tesitura, el hecho de que la facultad de resolver de oficio la conexidad la tenga el Juez que previno, no limita la posibilidad de que un diverso juzgador, que tenga conocimiento de la existencia de otros juicios conexos con el ventilado en su órgano jurisdiccional, inclusive más antiguos, pueda solicitar al que previno que se pronuncie al respecto, quien no deberá rechazar la petición, pues contravendría los principios de practicidad y economía procesal que rigen a la acumulación de los juicios de amparo.

Por otra parte, no pasa inadvertido para esta Sala Superior que las partes, no manifestaron inconformidad al respecto; sin embargo, esta circunstancia no puede engendrar que se soslaye la violación procesal actualizada, pues como se señaló en párrafos anteriores cuando se presenta la conexidad de juicios por continencia de la causa, debe ordenarse la acumulación de autos, a fin de evitar el riesgo de pronunciamiento de sentencias contradictorias o carentes de cumplimiento por efecto de la cosa juzgada, en aras de proteger los principios constitucionales de justicia expedita, pronta, completa e imparcial; y los artículos 156, párrafo tercero, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 23, fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, facultan a este Tribunal de Alzada de realizar su análisis oficioso.
Por último, no es factible emprender el estudio de los agravios formulados por la parte actora, en tanto que los mismos versan sobre la decisión de fondo en el asunto, cuyo sentido, sin prejuzgar, es factible que se modifique, una vez determine lo conducente respecto a la conexidad de causa existente entre los Juicios **********/2020/2 y **********/2021/1.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 156, párrafo tercero, del Código Procesal Administrativo del Estado y 23, fracción IV de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se revoca la sentencia apelada de quince de julio de dos mil veintidós, pronunciada por la Primera Sala Unitario de este Tribunal, en los autos del juicio contencioso administrativo **********/2021/1, y se ordena la reposición del procedimiento, hasta el auto de recepción de la contestación de demanda de once de enero de dos mil veintidós, para que la Primera Sala Unitaria conforme a sus atribuciones legales, se pronuncie respecto a la conexidad por continencia de la causa existente entre los Juicios **********/2020/2 y **********/2021/1, y proceda a ordenar la acumulación de autos.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 23, fracción IV de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es de resolverse y se:

RESUELVE

PRIMERO. Se revoca la sentencia apelada de quince de julio de dos mil veintidós, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, en los autos del juicio contencioso administrativo **********/2021/1. 

SEGUNDO. Se ordena la reposición del procedimiento hasta el auto de recepción de la contestación de demanda de once de enero de dos mil veintidós, para los efectos establecidos en el último considerando de esta determinación.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal la parte actora ********** y por oficio a las autoridades demandadas; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del licenciado Miguel Ángel Díaz de León Beltrán, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18, fracción I, en relación con el 20, fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,
 que autoriza y da fe.- Rúbricas. 
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


�Fojas 15-18 del Toca.


�Fojas 31-32 del toca.


�“Artículo 154. […]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.”


�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�“Artículo 221. La personalidad o legitimación de las partes, deberá ser analizada de oficio por las Salas.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


�Fojas 32 y 33 de los autos del juicio de origen.


�“Artículo 28. Con excepción de las autoridades demandadas, las partes en el procedimiento contencioso o sus representantes legales, podrán autorizar a abogados o licenciados en derecho, con cédula profesional debidamente registrada ante el Tribunal, para que en su nombre y representación reciban notificaciones, presenten promociones de trámite, ofrezcan o rindan pruebas, formulen preguntas o repreguntas a los testigos o peritos, aleguen en la audiencia, tramiten incidentes, presenten alegatos e interpongan recursos.


Las partes podrán designar personas solamente para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere el párrafo anterior.


Tratándose del procedimiento administrativo la representación podrá recaer en cualquier persona con capacidad jurídica, pero tratándose de personas morales, la representación legal deberá acreditarse mediante poder que se haya otorgado al efecto.”


�“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� � HYPERLINK "https://www.inegi.org.mx/temas/uma/" �https://www.inegi.org.mx/temas/uma/�


� Foja 60 del expediente de origen 


� Foja 91 del expediente de origen.


� Foja 117 del expediente de origen 


� Fojas 164 del expediente de origen.


� Fojas 165-186 del expediente de origen.





�“Articulo 44.- Las promociones y solicitudes que formulen los particulares a las autoridades fiscales, deberán ser resueltas y notificadas en un plazo no mayor de dos meses, salvo que se establezca un lapso distinto. Transcurrido este plazo, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente, en cuyo caso, estará en aptitud de intentar los medios de defensa que procedan. El plazo mencionado se suspenderá cuando la autoridad requiera la presentación de documentación o, de información adicional.”


�“Articulo 38.- La obligación de pago de un crédito fiscal prescribe en favor del contribuyente o responsable solidario, en un plazo de cinco años a partir de que pudo ser legalmente exigido.


El término de la prescripción se interrumpe con la notificación formal de un acto dentro del procedimiento administrativo de ejecución, o con el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto del crédito. Se considera gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad dentro del procedimiento administrativo de ejecución, siempre que se haga del conocimiento del deudor. 


Asimismo, se suspenderá el plazo a que se refiere este artículo cuando el contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando hubiere señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal. Los contribuyentes podrán solicitar a la autoridad se declare la prescripción de un crédito, así como oponer como excepción este derecho en los medios de defensa.” 





�“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. (…)


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el c aso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. (…)”


� Fojas 15 del expediente de origen.


� “La negativa ficta por parte del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.


Recaída al RECURSO DE REVOCACIÓN presentado el veintidós de octubre del año dos mil veinte ante la demandada, en contra de los actos siguientes: 


a) El acto de autoridad identificado como MANDAMIENTO DE EJECUCIÓN (REQUERIMIENTO DE PAGO) con el número de control **********, de fecha catorce de agosto del año dos mil veinte, mismo que fue hecho del conocimiento de esta parte, hasta el día ocho de septiembre de del año dos mil veinte.


b) El acto de autoridad identificado como ACTA DE REQUERIMIENTO DE PAGO con el número de control **********, de fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte, que fue hecho de mi conocimiento en esa misma fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte.


c) El acto de autoridad identificado como ACTA DE EMBARGO con el número de control **********, de fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte, que fue hecho de mi conocimiento el ocho de septiembre del año dos mil veinte.”


�La cual se encuentra sub juidice al ser materia del diverso juicio **********/2020/2, que se encuentra en trámite eb este tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, como se verá más adelante.


� Fojas 38-44 del expediente de origen.


�“Artículo 61. Los hechos notorios no serán objeto de prueba, pudiendo la autoridad que resuelva el asunto referirse a ellos aun cuando las partes no los hubieren mencionado.”


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 174899 Instancia: Pleno Novena Época Materias(s): Común Tesis: P./J. 74/2006 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Junio de 2006, página 963 Tipo: Jurisprudencia “HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO. Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles los tribunales pueden invocar hechos notorios aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. Por hechos notorios deben entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento humano se consideran ciertos e indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, a la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública actual o a circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de modo que toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo; y desde el punto de vista jurídico, hecho notorio es cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión; de manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el procedimiento.”


�“Articulo 92. Las multas que se impongan constituirán créditos fiscales a favor del erario estatal o municipal, en su caso, y se harán efectivas mediante el procedimiento administrativo de ejecución; tendrán, además, la prelación prevista para dichos créditos y se sujetarán en todo a las  disposiciones fiscales aplicables a esta materia. Tratándose de entidades paramunicipales de dos o más municipios, para los efectos de este artículo, será competente la autoridad del domicilio del infractor.”


�“Artículo 14. La Dirección General de Ingresos atenderá del despacho de los siguientes asuntos: […]


XV. Ordenar y suscribir el procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivos los créditos fiscales; […]”


�Resuelto en sesión de doce de junio de dos mil trece, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, en contra del voto emitido por el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz (Ponente), el cual se reserva su derecho a emitir voto particular. � HYPERLINK "https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=142407" �https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=142407�





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 28977 Asunto: CONTRADICCIÓN DE TESIS 1/2019, Décima Época Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, Agosto de 2019, Tomo IV, página 3635 Instancia: Plenos de Circuito.


� R.T.F.J.A. Octava Época, Año II. No. 9. Abril 2017. P. 384: “SALAS ESPECIALIZADAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, COMPETENCIA POR AMPLIACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA CONTINENCIA DE LA CAUSA.- Atendiendo al principio procesal de la “continencia de la causa”, que tiene por objeto evitar multiplicidad de juicio con resoluciones contradictorias, si en el juicio contencioso administrativo federal se impugnan dos o más actos, de los cuales uno de ellos se actualiza la competencia de algunas de las Salas Especializadas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, enunciadas en el artículo 23 del Reglamento Interior del propio Tribunal: la competencia material, para conocer del juicio de que se trate y de la legalidad de os restantes actos impugnados, se surte a favor de las Sala Especializada respectiva, aun cuando los demás actos por sí solos no actualicen su competencia material.”


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 25940 Asunto: CONTRADICCIÓN DE TESIS 27/2015, Décima Época Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 2, Octubre de 2015, Tomo I, página 217 Instancia Pleno. 





� “ARTÍCULO 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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